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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

INFORME DE PONENCIA PARA 
PRIMER DEBATE EN SENADO DE LA 
REPÚBLICA AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 259 DE 2019
por medio de la cual se regula el cobro 
correspondiente a matrículas extraordinarias o 
extemporáneas de las instituciones de educación 
superior e instituciones de educación preescolar, 

básica y media.
Honorable Senador
ANTONIO LUIS ZABARAÍN GUEVARA
Presidente
Comisión Sexta Constitucional Permanente
Senado de la República
Bogotá, D. C.
Referencia: Informe de Ponencia para 

primer debate en Senado de la República al 
Proyecto de ley número 259 de 2019, por medio 
de la cual se regula el cobro correspondiente a 
matrículas extraordinarias o extemporáneas de las 
instituciones de educación superior e instituciones 
de educación preescolar, básica y media.

Respetado Presidente:
En atención a la designación realizada 

por la Mesa Directiva de la Comisión Sexta 
Constitucional Permanente del Senado de la 
República y conforme a lo establecido en el 
artículo 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito 
poner a consideración el informe de ponencia 
del Proyecto de ley de la referencia, previas las 
siguientes consideraciones:

I.  TRÁMITE LEGISLATIVO
El presente proyecto de ley es de iniciativa 

del Senador Jonatan Tamayo Pérez. Radicado en 

Secretaría General del Senado de la República, 
el 10 de abril de 2019 y publicado en Gaceta del 
Congreso número 223 de 2019.

En razón de su materia, fue remitido a la 
Comisión Sexta Constitucional Permanente del 
Senado y por disposición de la Mesa Directiva 
de dicha Célula Legislativa, fui designado como 
ponente en primer debate.

En este orden de ideas, gracias a la 
designación de la mesa directiva, me dispongo 
a rendir informe de ponencia positiva en los 
términos que demanda la ley.

II. OBJETIVO DEL PROYECTO
El objeto de la presente ley es el de 

regular el cobro de matrícula extraordinaria o 
extemporánea que se viene adelantando por las 
instituciones de educación superior, así mismo 
las de Preescolar, Básica y Media contra los 
estudiantes del país, esto en razón de que no se 
encuentra una justificación objetiva y razonable 
para permitir que se continúen efectuando 
estos cobros que en algunos casos llegan a 
incrementarse hasta en un 15% respecto al valor 
de la matrícula ordinaria.

III. CONSIDERACIONES SOBRE  
EL TEMA DEL PROYECTO

La legalidad del cobro de matrículas 
extraordinarias, a nivel normativo no se encuentra 
la consagración expresa del cobro de matrícula 
extraordinaria, sin embargo este ha perdurado en 
el tiempo, porque se ha entendido que hace parte 
de la autonomía de las instituciones educativas, 
especialmente en el artículo 28 de la Ley 30 
de 1992, en aplicación de la cual, estos entes 
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pueden darse o modificar sus estatutos, designar 
sus autoridades académicas y administrativas, 
crear, organizar y desarrollar sus programas 
académicos, definir y organizar sus labores 
formativas, académicas, docentes, científicas y 
culturales, otorgar los títulos correspondientes, 
seleccionar a sus profesores, admitir a sus 
alumnos y adoptar sus correspondientes 
regímenes, y establecer, arbitrar y aplicar sus 
recursos para el cumplimiento de su misión 
social y de su función institucional.  

Esta práctica se ha permitido porque no existe 
expresamente una prohibición a nivel de ley que 
lo restrinja o que lo permita.

El tema y contenido de esta iniciativa es de 
gran importancia para sectores del Congreso 
que en pasadas legislaturas lo radicaron como 
fue el caso de las honorables Ex Senadoras 
Doris Clemencia Vega Quiroz y Sandra Elena 
Villadiego quienes la presentaron ante el Senado 
de la República, el 15 de agosto de 2017, y de 
este significativo asunto hemos recogido sus 
argumentos para darle un nuevo trámite a este 
importante proyecto de ley de carácter social 
para el país.

IV. IMPORTANCIA Y 
RECONOCIMIENTO JURÍDICO DEL 

PROYECTO
La educación ha tenido un vasto desarrollo 

jurisprudencial desde la Carta de 1991, al 
punto de considerarse un derecho susceptible 
de ser reclamado vía acción de tutela en 
determinadas circunstancias, aun cuando desde 
la promulgación de la actual Constitución, 
se incluyó dentro del catálogo de derechos de 
carácter prestacional o dentro del capítulo de 
derechos económicos, sociales y culturales. 
Debido a ello, se ha entendido el derecho a la 
educación como parte integrante del desarrollo 
de la persona y como una de las finalidades 
esenciales del Estado.

En este sentido, la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional ha determinado que el núcleo 
esencial[1][1] de este derecho se compone de dos 
1 [][1]  El núcleo esencial se ha definido como el mínimo 

de contenido que el legislador debe respetar, es esa parte 
del derecho que lo identifica, que permite diferenciarlo 
de otros y que otorga un necesario grado de inmunidad 
respecto de la intervención de las autoridades públicas. 
En sentido negativo debe entenderse el núcleo esencial 
de un derecho fundamental como aquel sin el cual un de-
recho deja de ser lo que es o lo convierte en otro derecho 
diferente o lo que caracteriza o tipifica al derecho funda-
mental y sin lo cual se le quita su esencia fundamental. 
O, también, puede verse como la parte del derecho fun-
damental que no admite restricción porque en caso de ha-
cerlo resulta impracticable o se desnaturaliza su ejercicio 
o su necesaria protección. C -756 de 2008.

elementos transversales que se hace necesario 
garantizar, para su realización efectiva. Esos 
dos aspectos son: El acceso y la permanencia[2]
[2], conforme lo establecido en el artículo 67 de 
la Carta Política.

Frente al acceso, la Corte ha afirmado “que 
era una condición previa obvia, que implicaba 
la incorporación de la persona a los centros 
en los que se imparte educación”[3][3]. Con 
relación a la permanencia ha sostenido:

Específicamente en materia de educación, 
el principio de continuidad se encuentra 
estrechamente relacionado con el concepto de 
permanencia dentro del sistema, entendido como 
una de las vías en la cuales debe interpretarse 
la garantía de acceso a la educación referida 
en el artículo 67 de la Constitución. Si una 
persona recibe el servicio de educación y por 
causas no imputables a ella deja de hacerlo, 
implícitamente ha sido excluida, aun cuando 
sea por un período definido de tiempo, y dicha 
conducta es constitucionalmente sancionable 
(T-454 de 2007).

Esto quiere decir, en esencia, que no puede 
existir una interrupción intempestiva en la 
prestación del servicio público de educación, 
sin que exista una causa que justifique 
aquella interrupción. No obstante, debido a 
la complejidad que encerraba una definición 
precisa del derecho a la educación, en años 
recientes la Corte ha decidido ampliar el margen 
de protección, agregando a la estructura del 
derecho, otros conceptos definitorios de su 
naturaleza, conforme a la observación número 13 
del Comité de Derechos Económicos Sociales y 
Culturales, de donde se concluyó que el núcleo 
esencial de este derecho estaría compuesto por 
cuatro componentes:

(i) la asequibilidad o disponibilidad del 
servicio, que exige garantizar la 
existencia de infraestructura, docentes 
y programas de enseñanza en cantidad 
suficiente y a disposición de todos 
los niños, niñas y adolescentes; (ii) la 
accesibilidad, que implica la obligación 
del Estado de garantizar el acceso de 
todos en condiciones de igualdad al 
sistema educativo, de eliminar todo tipo 
de discriminación en el mismo, y otorgar 
facilidades para acceder al servicio desde 
el punto de vista geográfico y económico; 
(iii) la adaptabilidad, que refiere a que las 
autoridades deben implementar acciones 
tendientes a garantizar la permanencia de 

2 [][2]  Ver, entre otras, Sentencias: T-290 de 1996, T-571 
de 1999, T-1677 de 2000, T-698 de 2010, T-845 de 2010.

3 [][3]  Sentencia T-660 de 2013.



Gaceta del Congreso  408 Martes, 28 de mayo de 2019 Página 3

los menores en el sistema educativo; y 
(iv) la aceptabilidad, que está relacionada 
con la obligación del Estado de promover 
mecanismos que contribuyan a asegurar 
la calidad de los programas, contenidos y 
métodos de educación. 

(T-660 de 2013).
En este sentido, los márgenes de protección 

del derecho a la educación son amplísimos, 
por su carácter de fundamental, reconocido 
tempranamente por nuestro tribunal 
constitucional en razón de:

i) su entidad como herramienta necesaria 
para hacer efectivo el mandato de 
igualdad contenido en el artículo 13 de 
la Constitución debido a que potencia la 
igualdad material y de oportunidades, ii) 
constituye un instrumento que permite 
la proyección social del ser humano, 
iii) es un elemento dignificador de la 
persona humana, iv) representa un factor 
esencial para el desarrollo humano, 
social y económico, v) es un instrumento 
para la construcción de equidad social, 
y vi) significa un valioso medio para el 
desarrollo de la comunidad en general. 
(T-787 de 2006).

Ahora, por su naturaleza de derecho 
económico, social y cultural, el Estado 
colombiano ha asumido obligaciones concretas 
concernientes a su materialización y a su 
realización efectiva, no solo en el ámbito 
interno sino en el internacional. A través de 
la Ley 74 de 1968, se ratificó en Colombia el 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (PIDESC) y conforme a 
ello, las obligaciones allí contenidas se hicieron 
exigibles para el Estado colombiano.

Así las cosas, el artículo 2° del PIDESC, 
sostiene:

Cada uno de los Estados Partes en el 
presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante 
la asistencia y la cooperación internacionales, 
especialmente económicas y técnicas, hasta el 
máximo de los recursos de que disponga, para 
lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, inclusive en particular la adopción 
de medidas legislativas, la plena efectividad de 
los derechos aquí reconocidos.

De ahí, que la Corte Constitucional hiciera 
un extenso desarrollo sobre el principio de 
progresividad de los derechos económicos, 
sociales y culturales[4][4], que llevó a concluir 
4 [][4]  En este sentido, ver Observación General número 

3 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Cul-

lo siguiente, sobre las obligaciones derivadas de 
este principio:

“Impone al Estado, (i) la obligación inmediata 
de adoptar medidas positivas (deliberadas y 
en un plazo razonable), para lograr una mayor 
realización del derecho en cuestión, de manera 
que la simple actitud pasiva del Estado se opone 
al principio en mención; (ii) la prohibición de 
discriminación y/o la obligación de no imponer 
barreras injustificadas sobre determinados 
grupos vulnerables; y (iii) la prohibición de 
adoptar medidas regresivas para la eficacia 
del derecho concernido. Esta prohibición de 
regresividad o de retroceso se erige en una 
presunción de inconstitucionalidad de la medida 
legislativa o administrativa a evaluar.

(...)
El mandato de progresividad, en los términos 

recién descritos, incorpora los principios de 
razonabilidad, de acuerdo con el cual no se 
pueden adoptar medidas que restrinjan en 
alguna medida los derechos constitucionales, 
si no obedecen a una razón y finalidad 
constitucionalmente legítimas; y el principio 
de proporcionalidad, con los subprincipios de 
idoneidad, necesidad y proporcionalidad en 
sentido estricto, destinados a evaluar que los 
derechos fundamentales alcancen la mayor 
efectividad posible, dentro de las posibilidades 
fácticas y jurídicas existentes. (T-845 de 2010).

En consecuencia, el Estado a través de cada 
una de las ramas del poder público se encuentra 
en la obligación de implementar políticas 
públicas para garantizar en mayor medida el 
disfrute de los derechos económicos, sociales 
y culturales, que se ha obligado a reconocer a 
través de su introducción en la Carta Política, 
de instrumentos internacionales o por medio de 
vías jurisprudenciales.

En este estado de cosas, se hace imperiosa 
la obligación de concertar medidas tendientes a 
eliminar cualquier tipo de barreras que puedan 
resultar lesivas, en términos de garantizar 
los niveles de protección requeridos para un 
despliegue integral del derecho, atendiendo a 
los elementos estructurales del núcleo esencial 
que lo compone. 

En sintonía con lo expuesto, se hace más que 
razonable considerar la eliminación definitiva 
del cobro de matrículas extraordinarias en 
las instituciones de educación superior e 
instituciones de educación preescolar, básica y 
media en Colombia, que se instituye como un 
obstáculo evidente al acceso y la permanencia 

turales de la ONU, sobre el alcance de las obligaciones 
estatales en la aplicación del PIDESC.
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al sistema educativo, sobre todo, a grupos 
vulnerables que difícilmente pueden hacerse 
a los recursos necesarios para costear una 
matrícula en una institución educativa.

El Ministerio de Educación ha reconocido que 
no existe disposición legal alguna concerniente 
al cobro de matrícula extraordinaria. De este 
modo, se ha señalado que el fundamento 
primario para este tipo de cobro es la autonomía 
de las instituciones educativas.

Sin embargo, este derecho reconocido a los 
establecimientos de educación, no constituye 
una garantía absoluta. Como cualquier otro 
derecho existen límites precisos que permiten 
armonizar su ejercicio con el despliegue de 
otros derechos en cabeza, por ejemplo, de sus 
estudiantes y de la ciudadanía en general.

En el caso de la autonomía universitaria 
sus límites se encuentran definidos por la 
propia Carta Política a través de: (i) la facultad 
que el artículo 67 le otorga a las autoridades 
del Estado para regular y ejercer la suprema 
inspección y vigilancia de la educación, y 
para garantizar el adecuado cubrimiento del 
servicio; (ii) la competencia que el artículo 
69 le atribuye al legislador para expedir las 
disposiciones generales con arreglo a las cuales 
las universidades pueden darse sus directivas 
y regirse por sus propios estatutos, (iii) el 
amplio margen de configuración política que 
el artículo 150-23 le reconoce al Congreso 
para expedir las leyes que regirán la prestación 
efectiva de los servicios públicos, entre los que 
se cuenta el de educación y, finalmente, (iv) el 
respeto por el ejercicio legítimo de los derechos 
fundamentales, derivado de la obligación que el 
artículo 2° de la Carta le impone a las autoridades 
de la República para garantizar y propender por 
la efectividad de todos los derechos ciudadanos. 
(T-933 de 2005).

En este orden de ideas, más allá de que exista 
un nivel importante de autonomía en cabeza de 
las instituciones, eso no es óbice, para limitar 
las facultades con las que cuenta el legislador 
para abordar con suficiencia aquellos problemas 
que constituyen un exceso en el ejercicio de 
aquella autonomía, en este caso, el aumento 
desproporcionado e injustificado del valor de la 
matrícula por el no pago en la fecha establecida 
para tal efecto.

No podría alegarse por parte de las 
instituciones educativas, que la eliminación 
del cobro de matrículas extraordinarios podría 
traducirse en un trastorno sustancial de sus 
finanzas, por cuanto las sumas recaudadas por 
este concepto resultan irrisorias en relación 
con la cantidad de recursos que les ingresan 

semestre a semestre o mes a mes dependiendo 
de la institución. Como contrapartida, los 
incrementos sí resultan lesivos y gravosos para 
la economía de muchos estudiantes, que en 
Colombia, junto con sus padres en su mayoría, 
realizan esfuerzos superlativos para recaudar 
el dinero necesario y tener acceso al derecho 
educativo.

Para el caso de las instituciones de educación 
preescolar, básica y media, se debe tener en 
cuenta de manera relevante que los afectados 
por este tipo de cobros en estos niveles de 
educación son menores de edad, lo que implica 
la asunción de una posición mucho más estricta 
en razón de la garantía de sus derechos.

En este sentido, afirma la Corte, en Sentencia 
T-348 de 2016:

Los menores de edad son sujetos de especial 
protección y sus derechos prevalecen sobre los 
derechos de los demás. Respecto del derecho a 
la educación, ello se materializa en el deber que 
se encuentra en cabeza no solo del Estado, quien 
tiene un rol primordial, sino también de la familia 
y de la sociedad, estos últimos en desarrollo de los 
principios de corresponsabilidad y solidaridad, 
de velar porque los niños y las niñas tengan las 
condiciones necesarias para que puedan acceder 
al sistema educativo.

En cuanto a la Educación Superior, según 
cifras del Sistema para la Prevención de 
la Deserción, del Ministerio de Educación 
Nacional, para el año 2015 en el nivel de 
formación universitario, existen notables 
diferencias en la tasa de deserción alcanzadas 
para los estudiantes de acuerdo al nivel de 
ingresos de sus familias. Mientras los estudiantes 
de familias con ingresos mayores a siete 
Salarios Mínimos Mensuales Legales Vigentes 
(SMMLV) alcanzan una deserción del 41,08%, 
aquellos que provienen de familias con menores 
ingresos llegan a niveles cercanos al 50%. Esto 
demuestra que los estudiantes de familias con 
bajos ingresos representan unos mayores niveles 
de deserción de sus instituciones universitarias, 
lo que nos lleva a concluir que la falta de 
recursos económicos, como es evidente, es una 
circunstancia que condiciona la permanencia 
del estudiante en el sistema educativo. 

Ahora, según el boletín del Ministerio de 
Educación de agosto de 2016, relacionado 
con los factores de deserción en materia de 
educación superior, demuestran que la escasez 
de recursos económicos junto con otro tipo 
de factores socioeconómicos, como los bajos 
niveles educativos de los padres, generan 
un mayor nivel de riesgo de deserción en 
comparación con aquellos estudiantes que 
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hacen parte de una familia con una solvencia 
económica considerable. En este sentido, se 
hace imposible mantener, en defensa de nuestros 
estudiantes más vulnerables, de clase media - 
baja y, en general, de nuestra ciudadanía, cobros 
adicionales al valor de las matrículas que por 
sí mismas constituyen un esfuerzo económico 
de consideración para nuestras familias 
colombianas.

Es preciso aclarar que, si bien es cierto, 
nuestro sistema educativo requiere una reforma 
estructural que permita abordar con entereza los 
problemas que impiden un progreso sustantivo 
en materia de escolarización y mejores niveles de 
aprendizaje, eso no obsta, para que el Congreso 
de la República pose inerme ante los problemas 
que son evidentes, mientras se pretende un 
mayor nivel de consenso para impulsar una 
reforma integral a nuestro sistema educativo.

El derecho a una educación acarrea la 
obligación correlativa del Estado de adoptar 
medidas deliberadas y concretas orientadas a 
hacer la enseñanza accesible tanto desde el punto 
de vista físico como económico; la omisión de 
este deber vulnera los derechos a la educación y 
a la igualdad de oportunidades. (T-458 de 2013).

Así las cosas y trayendo a esta ponencia la 
significativa argumentación plasmada en los 
proyectos radicados en legislaturas anteriores 
sobre este tema y reseñados igualmente en 
el proyecto radicado para esta ponencia, esta 
iniciativa legislativa no es cosa distinta, que 
el cumplimiento de una obligación que por 
años ha evadido el Estado colombiano, en 
la concertación de medidas encaminadas a 
construir escenarios propicios para el acceso, 
la permanencia y la garantía en condiciones de 
equidad e igualdad de un derecho fundamental 
como el de la educación, conforme a los 
compromisos nacionales e internacionales que 
ha asumido Colombia en su etapa anterior y 
posterior a la Constitución de 1991.

Reitero, que la actitud pasiva por parte del 
Estado, en la no eliminación de las barreras 
que pueden establecerse como un obstáculo 
para garantizar un derecho económico y social, 
constituye una oposición manifiesta al principio 
de progresividad y, por lo tanto, acarrea un nivel 
de desprotección considerable hacia un derecho 
que se ha reconocido como fundamental.

Por tal razón la importancia de la eliminación 
de estos cobros, constituye un paso importante 
en la supresión de una inequidad indiscutible en 
donde la educación se ha transformado de un 
derecho a un privilegio de unos pocos, debido 
a la onerosidad exponencial que significa la 
permanencia e inicio en la educación básica y 

media, universitaria y en algunos casos para un 
programa de formación técnica o tecnológica.

V.  ARTICULADO CONTENIDO  
EN EL PROYECTO

El proyecto de ley consta de cinco (5) 
artículos los cuales no serán modificados en esta 
ponencia:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 
como objeto regular el cobro de matrícula 
extraordinaria en las instituciones de educación 
superior e instituciones de educación preescolar, 
básica y media, con el fin de reducir las barreras 
de acceso y permanencia a este nivel educativo.

Artículo 2°. Definiciones. Para la aplicación 
de la presente ley se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones:

a)  Matrícula ordinaria: La matrícula 
ordinaria es el acto que cumple todo 
aspirante o quien viene cursando un 
programa académico, ante la dependencia 
encargada de las admisiones, dentro de 
las fechas establecidas por la institución 
educativa en el calendario académico;

b)  Matrícula extraordinaria: La matrícula 
extraordinaria es aquella que se realiza 
después del vencimiento de las fechas 
señaladas para la matrícula ordinaria.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 122 de la 
Ley 30 de 1992, el cual quedará así:

Artículo 122. Los derechos pecuniarios 
que por razones académicas pueden exigir las 
instituciones de Educación Superior, son los 
siguientes:

a)  Derechos de inscripción;
b) Derechos de matrícula ordinaria;
c)  Derechos por realización de exámenes de 

habilitación, supletorios y preparatorios;
d)  Derechos por la realización de cursos 

especiales y de educación permanente;
e)  Derechos de grado;
f)  Derechos de expedición de certificados y 

constancias.
Parágrafo 1°. Las instituciones de educación 

superior legalmente aprobadas fijarán el valor de 
todos los derechos pecuniarios de que trata este 
artículo, y aquellos destinados a mantener un 
servicio médico asistencial para los estudiantes, 
los cuales deberán informarse al Instituto 
Colombiano para el Fomento de la Educación 
Superior (Icfes), para efectos de la inspección y 
vigilancia, de conformidad con la presente ley.

Parágrafo 2°. Las instituciones de educación 
superior estatales u oficiales podrán además 
de los derechos contemplados en este artículo, 
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exigir otros derechos denominados derechos 
complementarios, los cuales no pueden exceder 
del 20% del valor de la matrícula.

Parágrafo 3°. Las instituciones de educación 
superior no podrán exigir ningún recargo 
o incremento sobre el valor de la matrícula 
ordinaria cuando esta se realice en forma 
extraordinaria o extemporánea. En todo caso, 
el plazo mínimo para efectuar el pago de la 
matrícula ordinaria no podrá ser inferior a 15 
días desde la entrega del respectivo recibo de 
pago.

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 1º de la 
Ley 1269 de 2008, que modifica el artículo 203 
de la Ley 115 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 1º. El artículo 203 de la Ley 115 de 
1994, quedará así:

Artículo 203. Cuotas adicionales. Los 
establecimientos educativos no podrán exigir 
en ningún caso, por sí mismos, ni por medio 
de las asociaciones de padres de familia, ni 
de otras organizaciones, cuotas en dinero o 
en especie, bonos, donaciones en dinero o en 
especie, aportes a capital o tarifas adicionales 
a las aprobadas por concepto de matrículas, 
pensiones y cobros periódicos.

De igual manera, ningún establecimiento 
educativo, sin importar el régimen, podrá exigir 
algún recargo o establecer incrementos sobre 
el valor de la matrícula cuando esta se realice 
de forma extraordinaria o extemporánea. El 
Gobierno nacional tampoco podrá autorizarlos 
para tal efecto.

Parágrafo 1°. Los establecimientos 
educativos deberán entregar a los padres de 
familia en el momento de la matrícula la lista 
completa de útiles escolares para uso pedagógico, 
textos, uniformes e implementos que se usarán 
durante el siguiente año académico, la cual 
debe estar previamente aprobada por el Consejo 
Directivo. No podrán exigir que entreguen estos 
materiales al establecimiento educativo.

Las Secretarías de Educación de las entidades 
territoriales certificadas incorporarán en sus 
planes de inspección y vigilancia la verificación 
del cumplimiento de la presente ley, para lo 
cual, en aquellos eventos en que se detecten 
abusos por parte de los establecimientos 
educativos, revisarán a más tardar un mes 
antes de la iniciación de labores escolares 
del correspondiente año lectivo, el listado 
de útiles escolares que estos propongan para 
sus estudiantes, y aprobará aquellos que se 
ajusten plenamente a su Proyecto Educativo 
Institucional (PEI).

Parágrafo 2°. La violación de la prohibición 
consagrada en este artículo será sancionada 
con multa que oscilará entre los cincuenta 
(50) y los doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (smlmv), previa 
comprobación de los hechos y, en caso de 
reincidencia se dispondrá el cierre definitivo del 
establecimiento educativo.

Parágrafo 3°. Corresponde a las 
Gobernaciones y Alcaldías Municipales y 
Distritales, cuando la educación haya sido 
certificada, con las Secretarías de Educación 
correspondientes, imponer las sanciones aquí 
previstas.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

VI. PROPOSICIÓN
Conforme a las anteriores consideraciones, 

me permito rendir informe de ponencia 
positiva al Proyecto de ley número 259 de 
2019, “por medio de la cual se regula el cobro 
correspondiente a matrículas extraordinarias o 
extemporáneas de las instituciones de educación 
superior e instituciones de educación preescolar, 
básica y media” y, en consecuencia, solicito a 
los Senadores integrantes de la Comisión Sexta 
Constitucional Permanente del Senado Aprobar 
esta iniciativa legislativa con el articulado como 
viene en el Proyecto Inicial.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE EN COMISIÓN SEXTA DEL 
SENADO AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 259 DE 2019
por medio de la cual se regula el cobro 
correspondiente a matrículas extraordinarias o 
extemporáneas de las instituciones de educación 
superior e instituciones de educación preescolar, 

básica y media.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene 

como objeto regular el cobro de matrícula 
extraordinaria en las instituciones de educación 
superior e instituciones de educación preescolar, 
básica y media, con el fin de reducir las barreras 
de acceso y permanencia a este nivel educativo.
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Artículo 2°. Definiciones. Para la aplicación 
de la presente ley se tendrán en cuenta las 
siguientes definiciones.

a)  Matrícula ordinaria: La matrícula 
ordinaria es el acto que cumple todo 
aspirante o quien viene cursando un 
programa académico, ante la dependencia 
encargada de las admisiones, dentro de 
las fechas establecidas por la institución 
educativa en el calendario académico;

b)  Matrícula extraordinaria: La matrícula 
extraordinaria es aquella que se realiza 
después del vencimiento de las fechas 
señaladas para la matrícula ordinaria.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 122 de 
la Ley 30 de 1992, el cual quedará así:

Artículo 122. Los derechos pecuniarios 
que por razones académicas pueden exigir las 
instituciones de Educación Superior, son los 
siguientes:

a)  Derechos de inscripción;
b)  Derechos de matrícula ordinaria;
c)  Derechos por realización de exámenes de 

habilitación, supletorios y preparatorios;
d)  Derechos por la realización de cursos 

especiales y de educación permanente;
e)  Derechos de grado;
f)  Derechos de expedición de certificados y 

constancias.
Parágrafo 1°. Las instituciones de educación 

superior legalmente aprobadas fijarán el valor de 
todos los derechos pecuniarios de que trata este 
artículo, y aquellos destinados a mantener un 
servicio médico asistencial para los estudiantes, 
los cuales deberán informarse al Instituto 
Colombiano para el Fomento de la Educación 
Superior (Icfes), para efectos de la inspección y 
vigilancia, de conformidad con la presente ley.

Parágrafo 2°. Las instituciones de educación 
superior estatales u oficiales podrán además de 
los derechos contemplados en este artículo, 
exigir otros derechos denominados derechos 
complementarios, los cuales no pueden exceder 
del 20% del valor de la matrícula.

Parágrafo 3°. Las instituciones de educación 
superior no podrán exigir ningún recargo 
o incremento sobre el valor de la matrícula 
ordinaria cuando esta se realice en forma 
extraordinaria o extemporánea. En todo caso, 
el plazo mínimo para efectuar el pago de la 
matrícula ordinaria no podrá ser inferior a 15 
días desde la entrega del respectivo recibo de 
pago.

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 1º de la 
Ley 1269 de 2008, que modifica el artículo 203 
de la Ley 115 de 1994, el cual quedará así:

Artículo 1º. El artículo 203 de la Ley 115 de 
1994, quedará así:

Artículo 203. Cuotas adicionales. Los 
establecimientos educativos no podrán exigir 
en ningún caso, por sí mismos, ni por medio 
de las asociaciones de padres de familia, ni 
de otras organizaciones, cuotas en dinero o 
en especie, bonos, donaciones en dinero o en 
especie, aportes a capital o tarifas adicionales 
a las aprobadas por concepto de matrículas, 
pensiones y cobros periódicos.

De igual manera, ningún establecimiento 
educativo, sin importar el régimen, podrá exigir 
algún recargo o establecer incrementos sobre 
el valor de la matrícula cuando esta se realice 
de forma extraordinaria o extemporánea. El 
Gobierno nacional tampoco podrá autorizarlos 
para tal efecto.

Parágrafo 1°. Los establecimientos 
educativos deberán entregar a los padres de 
familia en el momento de la matrícula la lista 
completa de útiles escolares para uso pedagógico, 
textos, uniformes e implementos que se usarán 
durante el siguiente año académico, la cual 
debe estar previamente aprobada por el Consejo 
Directivo. No podrán exigir que entreguen estos 
materiales al establecimiento educativo.

Las Secretarías de Educación de las entidades 
territoriales certificadas incorporarán en sus 
planes de inspección y vigilancia la verificación 
del cumplimiento de la presente ley, para lo 
cual, en aquellos eventos en que se detecten 
abusos por parte de los establecimientos 
educativos, revisarán a más tardar un mes 
antes de la iniciación de labores escolares 
del correspondiente año lectivo, el listado 
de útiles escolares que estos propongan para 
sus estudiantes, y aprobará aquellos que se 
ajusten plenamente a su Proyecto Educativo 
Institucional (PEI).

Parágrafo 2°. La violación de la prohibición 
consagrada en este artículo será sancionada 
con multa que oscilará entre los cincuenta 
(50) y los doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (smlmv), previa 
comprobación de los hechos y, en caso de 
reincidencia se dispondrá el cierre definitivo del 
establecimiento educativo.

Parágrafo 3°. Corresponde a las 
Gobernaciones y Alcaldías Municipales y 
Distritales, cuando la educación haya sido 
certificada, con las Secretarías de Educación 
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correspondientes, imponer las sanciones aquí 
previstas.

Artículo 5°. Vigencia. La presente ley rige 
a partir de su promulgación y deroga todas las 
disposiciones que le sean contrarias.

* * *

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 277 

DE 2019 SENADO
por medio de la cual se reconocen al Porro y 
al Festival Nacional del Porro de San Pelayo 
como Manifestación del Patrimonio Cultural 
Inmaterial de la Nación y se dictan otras 

disposiciones.
Bogotá, D. C., de mayo de 2019
Doctor
ANTONIO LUIS ZABARAÍN GUEVARA
Presidente
Comisión Sexta Constitucional Permanente
Ciudad
Referencia. Ponencia para Primer Debate al 

Proyecto de ley número 277 de 2019 Senado, 
por medio de la cual se reconocen al Porro y 
al Festival Nacional del Porro de San Pelayo 
como Manifestación del Patrimonio Cultural 
Inmaterial de la Nación y se dictan otras 
disposiciones.

Señor Presidente:
Atendiendo lo establecido en el reglamento 

del Congreso, Ley 5ª de 1992, y la gentil 
designación que nos hiciere la Mesa Directiva 
de esta célula legislativa, nos permitimos 
hacerle llegar, en original y copias, el 
informe de ponencia para primer debate del 
correspondiente Proyecto de ley número 277 de 
2019 Senado, por medio de la cual se reconocen 
al Porro y al Festival Nacional del Porro de 
San Pelayo como Manifestación del Patrimonio 
Cultural Inmaterial de la Nación y se dictan 
otras disposiciones, para que sea puesto en 
consideración de los honorables Senadores de 
la República.

Del señor Presidente, respetuosamente:
La Senadora de la República,

INFORME DE PONENCIA
1. Objeto
El presente proyecto de ley tiene por objeto 

establecer el Porro y el Festival Nacional 
del Porro como Muestra Folclórica Digna de 
Conservación.

2. Introducción
El objeto de la presente iniciativa es rescatar 

el Porro como ritmo tradicional de Córdoba, 
Sucre y Bolívar y proteger las tradiciones 
ancestrales folclóricas asociadas a esta muestra 
de patrimonio cultural.

La iniciativa se enmarca en la Ley 397 
de 1997 –Ley General de Cultura–, la cual 
establece la forma según la cual debe inscribirse 
una manifestación Cultural en la Lista de 
Patrimonio Cultural Inmaterial de la Nación. De 
acuerdo con lo establecido en dicha norma, no 
se busca inscribir en la mencionada lista al Porro 
por fuerza propia de la ley, sino, atendiendo a 
sus criterios y lineamientos, que se reconozca 
al Porro y al Festival Nacional del Porro de 
San Pelayo como muestra representativa de 
Patrimonio Cultural, y presentarlo, a nombre 
del Congreso mismo como persona jurídica, al 
Ministerio de Cultura para su inclusión en el 
catálogo.

Con este proyecto, la Nación asignará recursos 
presupuestales para el fomento y la protección 
de las muestras culturales del Porro, como 
parte del Plan de Salvaguardia que desarrollará 
el Ministerio de Cultura y que financiará los 
proyectos relativos a la conservación de esta 
tradición.

Además, la iniciativa plantea la posibilidad 
de que los gobiernos locales se comprometan 
con estas muestras culturales y los faculta para 
asignar parte de sus presupuestos al fomento de 
estas tradiciones. Este rubro irá destinado a la 
conservación y recuperación de las tradiciones 
asociadas al Porro y al Festival, lo cual podrá 
hacerse mediante la enseñanza de estas artes y 
los oficios relativos al folclor.

Es de recalcar que la aprobación de este 
proyecto y su eventual sanción como Ley de 
la República constituiría un desarrollo de las 
metas propuestas por el Gobierno nacional 
en las Bases del Plan Nacional de Desarrollo, 
donde se propone incluir veinte nuevos ítems a 
la Lista. En igual sentido, un apoyo estatal al 
Festival mismo es concordante con el impulso 
que desde el Gobierno nacional se les quiere 
dar a la Economía Naranja y a las industrias 
culturales como este evento.
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3. Antecedentes
Este proyecto tiene como antecedente la 

iniciativa que, en un sentido semejante propuso 
el Senador Bernardo Miguel Elías Vidal, por 
medio de la cual se declara patrimonio histórico, 
folclórico y cultural de la nación el “festival 
nacional del porro” en San Pelayo, Córdoba” 
radicada en la Secretaría del honorable Senado 
de la República el 22 de mayo de 2012. El 
proyecto, con número de radicado 242/2012 
S (168/2012 C), fue finalmente archivado por 
tránsito de legislatura, naufragando en su intento 
de convertirse en ley.

4. Nuestra identidad
El porro es un ritmo musical folclórico, 

que nació a comienzos del siglo pasado en las 
sabanas de Córdoba y Sucre y a orillas del Sinú 
y del San Jorge. Este ritmo representativo de 
una cultura costeña, cuyas raíces corresponden 
a África y Europa, está reflejado en un contoneo 
de cadera, en torno a las bandas y a la luz de 
las velas, y cuya fiesta se extiende hasta el 
amanecer. Sus participantes evocan valores 
arraigados y representativos de una cultura que 
sobresale por sus más tradicionales intérpretes 
como son las bandas pelayeras.

Aunque el porro ha sido un ritmo cultivado 
en toda la costa atlántica, y en Córdoba muchos 
pueblos como Lorica, Cereté, Ciénaga de Oro, 
Montería, San Antero contaban, al igual que 
San Pelayo, con una rica tradición musical, 
fue aquí en este último pueblo, en donde este 
ritmo evolucionó hasta convertirse en una 
expresión musical nueva, con características 
muy peculiares. ¿Por qué en San Pelayo? 
Ello podría encontrar explicación en el hecho 
de que en esta población se conjugaron dos 
factores importantes. Pues si bien es cierto 
que muchos pueblos contaban con sus propias 
bandas populares, en San Pelayo se crearon 
bandas, y también se cultivó la teoría musical 
como en ninguna otra parte. No bastaba 
únicamente con los instrumentos metálicos 
para el desarrollo cualitativo de este ritmo 
popular.

Se cuenta en San Pelayo que Alejandro 
Ramírez compuso el porro El pájaro montañero 
cuando viajaba a otro pueblo con su banda de 
músicos. En el trayecto, escuchando el canto 
de este animal, empezó a componer la pieza, 
que es una de las más apreciadas del repertorio 
de porros. María Varilla, quizá el más bello de 
todos, y que ha sido consagrado por el pueblo 
de Córdoba y Sucre como su himno regional, 
fue inspirado por una legendaria bailarina que 
recorrió pueblos, veredas y caseríos danzando 
infatigable durante días y noches seguidos al son 

de los fandangos. No tuvo par ni en el baile ni 
en el amor. Agotaba bailarines y velas y murió 
dramáticamente como los buenos personajes 
que hacen leyenda, por bañar con agua fría su 
cuerpo impregnado del calor de las velas y del 
fandango (Lotero, 1989).

En un breve estudio de corte musicológico, 
Miguel Emiro Naranjo (2014), director de la 
banda de porro de Laguneta, precisa:

“La columna vertebral del porro pelayero 
es la improvisación que realizan las trompetas 
cuando intervienen en el desarrollo o diálogo 
del porro con sus preguntas incitantes y 
estimulantes, de ahí que algunos estudiosos del 
folclor lo han comparado con el jazz americano 
y algunos aires musicales de Cuba y Puerto 
Rico.

Otra característica fundamental está 
plenamente identificada en los armoniosos 
adornos y pianísimos acompañamientos que 
improvisan los bombardinos y trombones en 
el recorrido de la obra, especialmente en el 
recital de clarinetes. Su morfología es variada; 
depende en gran parte del criterio del colectivo 
de músicos que la trabaja. Las hay de 3, 4 y 
5 partes. Algunas propuestas tradicionales se 
caracterizan por poseer como introducción un 
fragmento en forma de danzón, otras carecen 
de esta introducción, por ejemplo: El pájaro, El 
binde, El ratón y Lorenza, entre otros, tienen 
danza inicial; en cambio María Varilla, Soy 
pelayero, El compa’e Goyo, La Mona Carolina, 
etcétera, no la tienen.

El aire musical que nos ocupa es el “rey del 
ambiente alegre y la fiesta sana, tanto en la plaza 
pública como en cualquier escenario”, sobre 
todo cuando es interpretado por las bandas 
de músicos de Montería, San Pelayo, Cereté, 
Ciénaga de Oro y sus alrededores.

En los porros pelayeros con introducción 
en forma de danzón, que no supera a los 16 
compases, se asocian y participan todos los 
instrumentos de la banda, como si se tratara de 
un discurso colectivo que tiene como objeto 
emitir un mensaje de invitación a un banquete 
musical.

Después de esa introducción surge la 
parte esencial del porro, denominada por los 
estudiosos del folclor como “Desarrollo del 
porro”. Está fundamentada en un diálogo de 
instrumentos, unos que preguntan haciendo 
improvisaciones ortológicas y otros que 
responden en forma de ‘estribillos consonantes’. 
Es como un debate organizado y moderado por 
compases determinados. En esta parte, que 
tiene una duración mínima de 32 compases, 
nos encontramos en presencia de un mundo de 
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creatividad, recreación, fantasía e improvisación. 
Existe aquí un momento de efervescencia, tanto 
por el que interpreta la música como por el que 
la baila.

Aparece de inmediato la parte más corta del 
porro, es como un enlace o puente preparatorio, 
por lo menos de ocho compases de duración, 
ejecutados por trompetas, trombones y 
bombardinos. Se suspende aquí el diálogo de 
preguntas y respuestas, y se evita que continúe 
el momento de acaloramiento de los ánimos para 
darle la bienvenida a la parte más agradable del 
porro: la gustadera o bozá.

La gustadera o bozá, llamada así por el común 
de la gente por ser la parte más agradable para 
bailar, y como decía el Compae Goyo: “Aquí 
se decanta y se amarra el porro”. Es un recital o 
concierto de clarinetes parecido a un dulce y fino 
trinar de pajaritos. Va adornada y acompañada 
suavemente por instrumentos de voces graves 
como la tuba, el bombardino o el trombón, cuya 
función es ofrecerle apoyo armónico a través de 
una sonoridad balanceada para darle cadencia y 
sabor.

Esta parte es la más prolongada de la obra 
por su fantasía, y su delicia ha de durar más o 
menos 64 compases. El redoblante con sus dos 
baquetas, dando golpes sucesivos en especie de 
zarandeo, origina un redoble corto acentuado al 
principio de cada compás, y simultáneamente 
con los platillos, asumen la responsabilidad 
del ritmo. Cesan las trompetas. El bombo 
descansa, es decir, deja de sonar en sus parches 
y estratégicamente surge la presencia rítmica 
de unos golpecitos que el ejecutante de este 
instrumento efectúa con un palito sobre el aro 
del bombo, o en su defecto, en una tablita o 
cencerro de madera colocada adicionalmente, 
para marcar el pulso del compás y poder brindar 
un magistral concierto rítmico denominado 
paliteo. Aquí nace la calma y la ‘gustadera’ del 
porro.

Después de la bozá se retorna al desarrollo del 
porro. En esta repetición las improvisaciones de 
los instrumentistas no son iguales a la anterior, 
aun ni si las interpreta el mismo ejecutante, ya 
que el momento de ánimo y de sensación interior 
ha cambiado y desde luego el fraseo musical 
es distinto. Aquí está otra de las grandezas del 
porro pelayero.

El recorrido musical continúa hacia la bozá, 
y al concluir esta se le da fin a la obra, que bien 
puede ser con la misma danza inicial si el porro 
pelayero nació con ella, o quedará a criterio del 
arreglista o de los autores, si no nació con esta 
introducción”.

5. El Festival del Porro
El Festival del Porro, como lo conocemos 

hoy, tuvo origen a mediados de los años 70, para 
esa fecha se organiza el Festival del Porro en 
esta localidad de San Pelayo, ubicado en la parte 
norte del Sinú Medio en el departamento de 
Córdoba. En vista del decaimiento cualitativo del 
porro pelayero, varios intelectuales cordobeses 
se dedican a promover un certamen que sirviera 
de incentivo a músicos y compositores. Es así 
como a mediados de los setenta se organiza el 
Festival del Porro de San Pelayo, en el que se 
premia a los mejores compositores e intérpretes 
del porro y de otras expresiones musicales de la 
región.

“A mediados de los sesenta, en las emisoras 
de Montería se pasaban radionovelas y 
programas para cuyo montaje se hacía necesario 
estudiar la historia y el folclor de la región. 
Estos programas tenían como cortina los porros 
pelayeros clásicos, y alcanzaron gran audiencia 
en el horario de 6 a 7 de la tarde. Entonces, 
algunos estudiantes universitarios de San Pelayo, 
empiezan a promover la idea del festival. Estos 
estudiantes forman agrupaciones musicales, y 
un pelayero, Edilberto Guerra, estudiante de 
música en la Universidad Nacional de Bogotá, 
realiza la primera composición alusiva al 
festival. Es de los primeros porros que tienen 
letra, y con él se quiere hacer conocer este ritmo 
al resto del país” (Lotero, 1989).

“La pieza musical está hoy grabada con otras 
composiciones de este autor. El cura párroco 
Telmo Padilla, llegado a San Pelayo en 1973, 
puso todo su empeño en la promoción del 
festival al punto de timbrar la papelería oficial 
de la parroquia con la leyenda “apoyemos 
el Festival del Porro”. El sacerdote organizó 
Radio Parroquial, que consistía apenas en 
los altavoces del templo. Por esta “emisora” 
se pasaba el programa Ecos del Festival, de 
audición obligada para todos los moradores 
de la plaza del pueblo y sus alrededores, y 
que se transmitía los domingos, de 10 a 11 
de la mañana promoviendo competencias 
deportivas y culturales además del Festival 
mismo. Se cuenta que las misas de la Virgen 
del Carmen, San Juan y otras de relevancia, 
eran acompañadas con grupos corales que 
interpretaban música religiosa en ritmo de porro 
con arreglos del doctor Vladimiro y la señorita 
Elgui Angulo, habitantes del municipio que 
también impulsaban la cultura local” (Lotero, 
1989).

Desde 1977, cada año se realiza el Festival del 
Porro en los primeros días de julio, coincidiendo 
con las fiestas de San Juan Pelayo, patrono de 
la municipalidad cordobesa. Este es uno de los 
festivales más importantes del departamento 
donde anualmente lo visitan más de 30 mil 
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personas, participando bandas de todo el país, 
haciéndonos sentir orgullosos de pertenecer a la 
región Caribe.

6. Estado de conservación
Las dinámicas sociales y comerciales propias 

de la modernidad han ocasionado un deterioro 
en la riquísima tradición folclórica asociada al 
Porro Pelayero. Desde 1989 señalaba Lotero 
que en muchos casos las composiciones iban 
perdiendo su carácter libre y campesino por 
presiones de los grandes terratenientes y 
hacendados que convertían a esta tradición 
rural de esparcimiento en ritmos a su servicio 
comisionando composiciones a sus nombres; 
señalaba además los peligros que significaba 
el desconocimiento de la tradición por parte de 
las juventudes que no valoraban el porro y lo 
sustituían por otros ritmos más comerciales que 
eran reproducidos en discotecas paralelas a las 
tarimas de porro y fandango en el marco mismo 
del festival.

También Naranjo (2014) señala el decaimiento 
de la cultura tradicional de este género y aboga 
por su conservación y protección al decir:

“El porro pelayero ha sido transformado, 
tal parece que la capacidad improvisadora de 
los modernos creadores de esta variedad de 
porros se estuviera agotando. Ahora las partes 
de trompetas son escritas a dos, tres y cuatro 
voces, y los deleitantes recitales de clarinete 
vienen siendo opacados, por no decir anulados, 
por solos obligados de bombardinos, lo que trae 
como resultado un desbalance sonoro y un caos 
musical que malogra la creación del auténtico 
porro pelayero.

La transformación y/o creación del porro 
pelayero, en los últimos tiempos, antes de 
ser enriquecida por propuestas ofertadas por 
las nuevas generaciones de compositores 
y arreglistas ha producido visiblemente un 
formato para bandas con características 
distintas, inhibiéndolo de la improvisación, que 
por excelencia es la columna vertebral de esta 
clase de porros.

Las propuestas modernas con arreglos 
musicales académicos, direccionadas al 
porro pelayero tradicional, deben servir 
para enriquecerlo, especialmente en los 
formatos de orquestas tropicales, big bands, 
grupos experimentales o de fusión, bandas y 
orquestas sinfónicas y filarmónicas y todas las 
arquitecturas musicales que el hombre pueda 
construir. En estos formatos es donde cabe y vale 
perfectamente la transformación o evolución 
del porro pelayero.

El formato de las bandas pelayeras debe 
ser tomado como referente y dejarlo tal como 
lo propusieron los abuelos, inspirados en su 
momento, sirviendo de hito para crear nuevas 

obras con arreglos y esquemas musicales 
diferentes, acordes al pensamiento moderno. 
Puesto que el auténtico porro pelayero no debe 
desaparecer por ningún cambio generacional, 
cultural o comercial propuesto o por proponer. 
Debemos preservarlo con la creación original y 
colectiva de aquellos autores empíricos”.

Es así que el porro como género musical 
del Caribe colombiano se ha enfrentado al 
desplazamiento progresivo por nuevos aires 
musicales perdiendo acogida.

7. Materialización de nuestra cultura
Debemos rescatar el porro como la expresión 

artística que se ganó un espacio dentro de la 
cultura caribe, debido a que produce goce 
estético, costumbres propias y un inmenso 
enjambre de tradición oral. No podemos 
desconocer al porro como elemento popular de 
nuestra cultura caribe.

Como lo manifiesta el Ministerio de Cultura, 
la transmisión y sostenibilidad del patrimonio 
cultural se puede enmarcar como una oportunidad 
para el desarrollo social de los territorios (Plan 
Nacional de Desarrollo, 2018). Como bien lo 
ha manifestado el gobierno, el componente 
cultural, debe ser un elemento fundamental 
del emprendimiento y de la economía naranja, 
articulado con las lógicas culturales y desarrollo 
de sus comunidades. Además, contribuiremos con 
la dinamización de la economía local mediante 
el incentivo del turismo en la región. Asimismo, 
se reforzarán y resaltarán oficios tradicionales 
y crearán nuevas fuentes de empleo. Por otra 
parte, la memoria transmitida de generación en 
generación no solo permitirá la conservación 
de la cultura, sino que abrirá posibilidades de 
escogencia de vida a las comunidades.

Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso 
desarrollar los mecanismos pertinentes para 
la protección del Porro como género musical 
y del Festival Nacional del Porro como 
materialización de esta cultura, las asechanzas 
de la modernidad hacen menester adoptar 
medidas urgentes tendientes a recuperar en lo 
posible el acervo folclórico de regiones que, al 
conectarse al mundo, se uniformizan perdiendo 
los elementos entrañables que constituyen 
recuerdos en la mente de sus habitantes y las 
convierten en hogar para muchos.

El porro es, en resumen, una fracción de 
Colombia y una parte intangible de nuestra 
República que se halla profundamente ligada al 
sentimiento de muchos colombianos que sienten 
y viven sus notas con emoción de patria; es por 
ello que, como sostenía Lotero (1989):

“Los estudiosos del porro han señalado en 
esta estructura una síntesis cultural de nuestra 
nacionalidad. La primera parte, o sea el danzón 
introductorio, se asemeja a la música europea 
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que bailaban las clases altas. Este danzón no lo 
baila el pueblo y, mientras suena, los bailarines 
alistan sus velas. La segunda parte responde a las 
exigencias del bombo o tambora, instrumento 
que impone el ritmo africano, que lo influye y lo 
domina. En la tercera parte, cuando los clarinetes 
dan su recital, nos recuerda el añorante canto de 
las gaitas indígenas”.

8. Proposición
De acuerdo a lo expuesto anteriormente, 

presentamos ponencia favorable al Proyecto de 
ley número 277 de 2019 Senado, por medio de la 
cual se reconoce al Porro y al Festival Nacional 
del Porro de San Pelayo como Manifestación 
del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Nación 
y se dictan otras disposiciones, y proponemos a 
la Comisión Sexta Constitucional Permanente 
darle debate al proyecto de ley sin pliego de 
modificaciones.

La Senadora de la República,

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 277 DE 2019 SENADO
por medio de la cual se reconoce al Porro y 
al Festival Nacional del Porro de San Pelayo 
como Manifestación del Patrimonio Cultural 
Inmaterial de la Nación y se dictan otras 

disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Reconózcanse al Porro y al 

Festival Nacional del Porro de San Pelayo, en el 
departamento de Córdoba, como Manifestación 
del Patrimonio Cultural Inmaterial de la Nación 
y postúlense para su inclusión en la Lista de 
Patrimonio Cultural Inmaterial del Ministerio 
de Cultura.

Artículo 2°. Facúltese al Ministerio de Cultura 
para establecer e implementar un Plan Especial 
de Salvaguardia según lo dispuesto en la Ley 
397 de 1997, que busque proteger la tradición 
folclórica del Porro como ritmo tradicional y del 
Festival Nacional del Porro de San Pelayo como 
materialización de las distintas expresiones 
culturales en torno a este ritmo.

Artículo 3°. Autorícese a la Nación asignar 
recursos presupuestales para el fomento y la 
protección de las muestras culturales referidas 
en la presente ley.

Parágrafo. Los departamentos y municipios 
podrán asignar presupuesto para el fomento y la 
protección de las muestras culturales referidas 
en la presente ley.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

La Senadora de la República,
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